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			El 27 de octubre de 2017 David Álvaro se encontraba sentado en la tribuna, atestada de partidarios y defensores de la independencia de Cataluña que jaleaban y vitoreaban a la presidenta del Parlament, quien daba lectura a la propuesta de resolución que constituiría la Declaración Unilateral de Independencia de Cataluña.

			El Parlament de Cataluña culmina entonces su desafío independentista y rompe las reglas del juego. ¿Cómo hemos llegado hasta aquí? Este libro trata de responder esta y otras preguntas del confuso panorama en el que se encuentra la política española. Todo lo que necesitas saber sobre la construcción del independentismo catalán.

		

	
		
			 

			Cataluña, la 

	      construcción de un relato

			¿Cómo se ha servido el independentismo 

	      del populismo identitario para convencer 

	      a la mitad de la población catalana 

	      de las virtudes de la independencia?
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			El único lugar donde el éxito aparece antes que el trabajo es en el diccionario.

			 

			DONALD KENDALL

		

	
		
			Prólogo

			

             

			 

			 

			España ha sido, en las últimas décadas, la historia de un gran éxito. Conviene reiterarlo y valorarlo —para preservarlo—, en contra de los que pretenden —contra toda evidencia— negarlo y destruirnos como nación y como democracia.

			No somos, lamentablemente, una excepción. Estamos en un momento de auge de todo tipo de populismos y de renacimiento de nacionalismos agresivos y excluyentes que buscan socavar los valores que han conformado lo que conceptualmente hemos decidido llamar Occidente.

			Es decir, en lo político, la democracia representativa; en lo económico, la economía de libre mercado basado en la iniciativa privada; en lo social, cultural e ideológico, las sociedades abiertas, en sentido popperiano, fundamentadas en la libertad, la igualdad y la solidaridad; y en lo global, el denominado orden liberal internacional, basado en el multilateralismo, la libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas, la cooperación y la solidaridad.

			Probablemente, la mejor y mayor expresión de esos valores lo represente la construcción europea. Un proyecto político apasionante y, también, enormemente exitoso. Un éxito que, asimismo, debemos reiterar en unos momentos de clara crisis de identidad, con cuestionamientos externos e internos, del todo evidentes.

			Desde el exterior, con un claro riesgo del retorno del proteccionismo y del abandono del multilateralismo, con una reivindicación de «lo propio» como contrario a «lo de fuera», como si estuviéramos ante un juego de suma cero. Por ello, conviene insistir en que la globalización, la revolución digital o, por supuesto, el libre comercio, son juegos de suma positiva, que los datos objetivos reflejan con claridad meridiana.

			En este sentido, la nueva política norteamericana, explicitada como «corpus doctrinal» en el discurso del presidente Trump ante la Asamblea General de Naciones Unidas, constituye una revisión a fondo del concepto de Occidente y, por consiguiente, del vínculo atlántico que lo ha sostenido y defendido frente a sus enemigos y adversarios, y que culminó con gran éxito con la victoria indiscutible sobre el bloque soviético, visualizada con la caída del Muro de Berlín y el subsiguiente desmoronamiento de la Unión Soviética.

			Paradójicamente, esa victoria evidente ha generado la progresiva irrupción, a una velocidad vertiginosa, de nuevos enemigos (el terrorismo internacional, como mayor ejemplo) y adversarios (nuevas potencias que disputan a Occidente la hegemonía global, sobre principios y valores distintos).

			Estos adversarios cuestionan la democracia representativa (que no es sólo votar, sino el respeto a la Ley y al Estado de derecho, a las minorías, a la defensa de la libertad de expresión o a la igualdad de género, entre otros muchos aspectos). De hecho, en Rusia, en Irán, en Turquía o en Venezuela, se vota, pero nadie entiende que sean auténticas democracias, sino regímenes autoritarios y represivos. Por no hablar de China. Votar sin reglas no es sinónimo de democracia, sino de imposición.

			Cuestionan, asimismo, la economía de libre mercado, con un capitalismo de Estado sumamente intervencionista y con escaso respeto a la libre competencia y a las normas que garantizan la igualdad, como la propiedad privada o la intelectual.

			Y, obviamente, están en contra de las sociedades abiertas, con un intenso control de la sociedad y de sus individuos, pues atacan su libertad en todos los ámbitos.

			Es consecuencia natural, que todos ellos cuestionen a su vez el orden liberal internacional que surgió después de la segunda guerra mundial y que tuvo un punto de partida en la Conferencia de Bretton Woods, con la promoción del multilateralismo y el libre comercio y, en definitiva, la globalización.

			Por ello, la actual política norteamericana, con todos los matices que se quieran, al debilitar esos principios, menoscaba a su vez el vínculo atlántico y el concepto de Occidente y sus valores, y fortalece, objetivamente, a nuestros adversarios, interesados en minar las bases del orden liberal internacional. No en vano, debilitar la Unión Europea forma parte de sus prioridades.

			En esa política encuentran aliados objetivos en el propio interior de nuestras sociedades. Los movimientos populistas y nacionalistas que han surgido en Europa cuestionan también nuestras instituciones (no es casual que hablen de democracias «iliberales» como modelo a seguir) y pretenden sustituirlas por mecanismos de «democracia directa», eufemismo para socavar la división de poderes, la independencia del poder judicial o la libertad de prensa y expresión. También cuestionan el libre comercio y el multilateralismo para volver a políticas de cierre de fronteras impregnadas de antiglobalización y de rechazo de la digitalización. Y no les gustan las sociedades abiertas e integradoras e inclusivas, como demuestra un feroz y burdo discurso contra los flujos migratorios.

			La fórmula es simple: ofrecer soluciones simples a problemas complejos, buscar un «enemigo» claramente identificable como causante de todos los males, y explotar los sentimientos más primarios con discursos más propios de «barra de bar» que de personas responsables, serias y rigurosas.

			Aunque para ello utilicen estrategias y mecanismos más o menos sofisticados, como la manipulación grosera de los contenidos educativos, de los medios de comunicación que controlan o de las redes sociales. Y pensando en el corto, medio y largo plazo, con otras estrategias bien definidas e implementadas de forma implacable.

			El independentismo catalán es un ejemplo de libro. Porque es la mejor expresión de lo que el autor de esta obra denomina «etnopopulismo».

			El enemigo y, por ende, causante de todos los males, es España. Y, por lo tanto, la solución mágica a todos nuestros males es librarnos de ella. Ridículo y patético si no fuera porque las consecuencias de ello están siendo trágicas: un desgarro interno dentro de la sociedad catalana, con serios riesgos de confrontación civil, un deterioro de las instituciones de autogobierno y un desprecio a la división de poderes y a las normas más elementales del parlamentarismo democrático, un intento de generar el rechazo del resto de la sociedad española (afortunadamente no conseguido) para autojustificar su proyecto de secesión y, en fin, un deterioro claro de uno de nuestros mejores activos internacionales: la marca Barcelona. Aunque a eso ha contribuido también el populismo «colauita», de efectos devastadores.

			Todo el procés es explicado, con gran precisión y rigor, y con calidad literaria, por nuestro autor. Lo que me permite recomendar calurosamente la lectura del libro que tienen entre manos. No voy a insistir, pues, en ello, aunque algunos argumentos ya se desarrollaron en una obra colectiva (de la que soy coautor) titulada Escucha España, escucha Cataluña.

			Y es un tópico, pero no por ello menos cierto, que toda buena terapéutica necesita previamente un buen diagnóstico. Y el autor lo formula con gran seriedad intelectual y con una enorme valentía moral.

			Toda actuación política acaba por ser también pedagogía. Pero la actuación política democrática impide que la pedagogía se impregne de demagogia. Por ello es, a menudo, difícil combatir a nuestros adversarios. Pero no hay alternativa a hacerlo. Desde la denuncia de sus falsos y sesgados argumentos a la denuncia de sus apoyos externos, que, no casualmente, son los mismos que están en contra de los valores occidentales, del orden liberal internacional y de la construcción europea.

			De ahí que la defensa de España, como un éxito histórico, y de la construcción europea, como proyecto político, deban formar parte de esa pedagogía democrática.

			Porque nunca Cataluña ha sido más libre, «rica» y «plena» que ahora. Y nunca sus ciudadanos habían estado, en términos generales, mejor. Obviamente, existen desigualdades y problemas muy serios, pero la vía de afrontarlos no puede ser otra que la defensa de la ley, de nuestras instituciones democráticas, de los logros conseguidos por tanto esfuerzo y sufrimiento en el pasado, y, en definitiva, de lo que lo sustenta: la Constitución, que es la garantía de nuestra libertad; la de los catalanes y la del conjunto de los ciudadanos españoles.

			Está en juego Europa, España y nuestras sociedades abiertas. Y vale la pena, cada uno desde su responsabilidad en cada momento, luchar por ello. Leer este libro, sin ninguna duda, ayuda.

			 

			JOSEP PIQUÉ

			Ministro del Gobierno de España (1996-2003)

		

	
		
			Introducción

			

             

			 

			 

			Incredulidad, malestar, tensión, miedo... sensaciones que se agolpaban en mi cabeza y se acumulaban en mi estómago. Cada palabra que escuchaba se me clavaba en el corazón como un quinceañero rechazado por la chica de sus sueños. La diferencia radica en que mientras un desamor se supera y constituye una vivencia necesaria para el desarrollo humano, aquellas palabras que estaba escuchando conformarían uno de los pasajes más negros de nuestra historia democrática. Mientras tanto, no podía hacer otra cosa que removerme en mi asiento en la tribuna del Parlament, a dos filas de distancia de los diputados del Partido Popular y la CUP.

			Aquélla era la alegoría perfecta de la quiebra de la sociedad catalana. Era 27 de octubre de 2017 y me encontraba solo en una tribuna atestada de partidarios y defensores de la independencia de Cataluña que jaleaban y vitoreaban a la presidenta del Parlament, Carme Forcadell, quien daba lectura a la propuesta de resolución número 1 presentada por Junts pel Sí y la CUP, que constituiría la declaración unilateral de independencia de Cataluña sobre España.

			Minutos antes, los diputados de Ciudadanos y el Partido Socialista, se habían levantado de sus escaños al grito de «Visca Catalunya y visca Espanya». Poco después, harían lo propio los representantes del Partido Popular dejando sus escaños en los que depositaban, a modo de custodia, banderas de España y de Cataluña. La declaración unilateral de independencia estaba a punto de proclamarse.

			
			Propuesta de resolución número 1 presentada por Junts pel Sí y la CUP (27/oct/2017)

			 

			Votada en urna secreta aprobada por 70 votos a favor, 10 en contra y 2 en blanco.

			Después todos en pie cantan Els Segadors mientras gritan «¡Visca Catalunya!».

			 

			Texto de propuesta:

			 

			En virtud de todo lo que se acaba de exponer, nosotros, representantes democráticos del pueblo de Cataluña, en el libre ejercicio del derecho de autodeterminación, y de acuerdo con el mandato recibido de la ciudadanía de Cataluña:

			 

			
					Constituimos la república catalana como Estado independiente y soberano, de derecho, democrático y social.

					Disponemos la entrada en vigor de la Ley de transitoriedad jurídica y fundacional de la república.

					Iniciamos el proceso constituyente, democrático, de base ciudadana, transversal, participativo y vinculante.

					Afirmamos la voluntad de abrir negociaciones con el Estado español, sin condicionantes previos, dirigidas a establecer un régimen de colaboración en beneficio de las dos partes. Las negociaciones deberán ser, necesariamente, en pie de igualdad.

					Ponemos en conocimiento de la comunidad internacional y las autoridades de la Unión Europea la constitución de la república catalana y la propuesta de negociación con el Estado español.

					Instamos a la comunidad internacional y a las autoridades de la Unión Europea a intervenir para detener la violación de derechos civiles y políticos en curso, y hacer el seguimiento del proceso negociador con el Estado español y ser testigos.

					Manifestamos la voluntad de construcción de un proyecto europeo que refuerce los derechos sociales y democráticos de la ciudadanía, así como el compromiso de continuar aplicando, sin solución de continuidad y de manera unilateral, las normas de ordenamiento jurídico de la Unión Europea y las del ordenamiento del Estado español y del autonómico catalán que transponen esta normativa.

					Afirmamos que Cataluña tiene la voluntad inequívoca de integrarse tan rápidamente como sea posible a la comunidad internacional. El nuevo Estado se compromete a respetar las obligaciones internacionales que se aplican actualmente en su territorio y continuar siendo parte de los tratados internacionales de los que es parte el Reino de España.

					Apelamos a los Estados y a las organizaciones internacionales a reconocer la república catalana como Estado independiente y soberano.

					Instamos al Gobierno de la Generalidad a adoptar las medidas necesarias para hacer posible la plena efectividad de esta declaración de independencia y de las previsiones de la Ley de transitoriedad jurídica y fundacional de la república.

					Llamamos a todos y cada uno de los ciudadanos de la república catalana a hacernos dignos de la libertad que nos hemos dado y construir un Estado que traduzca en acción y conducta las inspiraciones colectivas.

				Asumimos el mandato del pueblo de Cataluña expresado en el referéndum de autodeterminación del 1 de octubre y declaramos que Cataluña se convierte en un Estado independiente en forma de república. 

			

			

			Para entender este sinsentido tengo que retrotraerme al día anterior: el 26 de octubre. La mañana es clara en Barcelona. La jornada constituirá uno de los días más ominosos dentro de una semana disparatada que, de no vivirla en primera persona, pensaría que forma parte del relato de una comedia negra digna del mejor Quentin Tarantino. Las 48 horas que comprenden el jueves 26 de octubre y el viernes 27 serán estudiadas en los libros de texto. No por su heroicidad, ni por su valentía, sino por suponer el mayor desafío a la democracia española en los últimos tiempos. Estas fechas se marcarán en negro en el calendario de nuestra vida política.

			A las 10 de la mañana, pongo rumbo al Parlament donde me encontraré con mis compañeros del Grupo Parlamentario Popular y asistiré a la sesión plenaria convocada para las 17 horas. De camino en el taxi, la radio ofrece un relato que hará estallar por los aires los cimientos del independentismo. El trayecto se hace largo, las calles de Barcelona están tomadas por cientos de estudiantes camino al parque de la Ciudadela, donde se encuentra el Parlament, para mostrar su apoyo a los líderes separatistas en su afrenta al Estado de derecho, a la Constitución española y al propio Estatuto de Autonomía.

			En esos momentos, el president Carles Puigdemont mantiene una tensa reunión con su equipo de Gobierno, dirigentes del grupo parlamentario de Junts pel Sí, los principales mandatarios del PDeCAT y ERC, dirigentes de la Asociación de Municipios por la Independencia, de la Asociación Catalana de Municipios y el expresident, Artur Mas. Juntos tratan de dirimir si lo más conveniente para sus intereses es convocar elecciones o seguir hacia delante en su intención de proclamar la independencia, después de que, horas antes, Puigdemont rechazase ir al Senado a explicar su hoja de ruta. Algo que también generó sustanciales fisuras dentro del bloque secesionista.

			Finalmente, el president Puigdemont cita a los medios de comunicación a las 13:30 horas para anunciar la convocatoria de elecciones anticipadas y evitar así la aplicación, por parte del Gobierno central, del artículo 155 de la Constitución española.[1]

			Rápidamente aquella manifestación de estudiantes proindependencia viró el rumbo de sus pasos y marcharon en dirección a la plaza de Sant Jaume, donde se encuentra el Palau de la Generalitat, sede del Gobierno de Cataluña, donde tiene despacho el president.

			El taxista sube la radio y me comenta que, llegados a este punto, ya nada puede sorprenderle. Mientras cruzamos Barcelona en medio del atasco, la emisora narra una secuencia de acontecimientos kafkiana. Mientras el taxista y yo escuchamos como unas 2.000 personas se concentraban en la plaza de Sant Jaume dirigiéndose a Puigdemont al grito de «botifler» (traidor) y de «govern traidor, ni olvido ni perdón», decido acudir a las redes sociales para tomar contacto con lo que está sucediendo a escasos metros de nuestro coche.

			Entre las 11 y las 13 horas, el independentismo se rompe por completo. El escenario previsto ha dado un giro de 180 grados, entrando en una fase inimaginable para el bloque separatista.

			Mientras se hacen públicas imágenes de la diputada de ERC, Marta Rovira, abandonando el Palau llorando, comienza el aluvión de críticas. El primero, como suele ser habitual en este tipo de situaciones, es el polémico diputado de ERC en el Congreso, Gabriel Rufián, quien marca un antes y un después con un tuit que pasará a los anales de la historia de la aplicación del pajarito azul, por hacer referencia a lo que él consideraba una traición al pueblo catalán con un clarificador «155 monedas de plata».

			Son momentos de máxima convulsión. Arran, la rama juvenil de la CUP, directamente tilda de «traidores» a Puigdemont y a su equipo, al tiempo que anima a acudir a la sede del PDeCAT en señal de protesta. En pocos minutos los Mossos d’Esquadra blindan la sede. Las JERC, la organización juvenil de Esquerra Republicana de Catalunya, se suma al escrache contra el partido de Puigdemont y Mas.

			Antonio Baños, exlíder de la CUP, dice que «nos han robado en un despacho lo ganado en las urnas», al tiempo que cambia su foto de perfil en redes sociales por una del president Puigdemont boca abajo, recordando que «el pueblo manda, el Govern obedece».

			Comienzan las primeras bajas en el bando independentista. Hasta este momento parecía un bloque sólido, robusto y sin fisuras. Los primeros son Jordi Cuminal y Albert Batalla. No son dos bajas cualquiera. El primero, Cuminal, diputado de Junts pel Sí, había sido presidente de las juventudes de la extinta Convergència Democràtica de Catalunya, la JNC, y director general de Comunicación del Govern de Artur Mas. Renuncia a su escaño en el Parlament y se da de baja del PDeCAT por discrepar de la posible convocatoria electoral: «No comparto la decisión de ir a elecciones. Renuncio a mi acta de diputado y me doy de baja del PDeCAT». El segundo, Batalla, también diputado de Junts pel Sí en el Parlament y alcalde de La Seu d’Urgell (Lleida), anuncia su renuncia como diputado y su baja de militancia en el PDeCAT en un mensaje acompañado de una foto con la bandera estelada y el lema «Visca Catalunya lliure».

			No son los únicos críticos con la posible convocatoria de elecciones por parte de Puigdemont. Toni Castellà, diputado de Junts pel Sí y líder de Demòcrates, considera una «decepción» el desenlace de este capítulo secesionista; Marc Castells, alcalde de Igualada del PdeCAT, anuncia rotundamente «no quiero elecciones».

			Me había subido a un taxi en el centro de Barcelona con el independentismo más fuerte que nunca y había bajado en el parque de la Ciudadela con un movimiento secesionista que había arrasado con todo, incluidos ellos mismos. Sus guerras cainitas, su canibalismo político y su eutanasia prematura habían descolocado al conjunto de la sociedad catalana.

			Al entrar en el Parlament y reunirme con mis compañeros del Grupo Parlamentario Popular, me informan de que la comparecencia de Puigdemont de las 13:30 horas se ha aplazado hasta las 14:30. La expectación es máxima dentro de la institución. Analizamos escenarios, comentamos sensaciones y preparamos posibles estrategias entre el asombro de los hechos producidos las últimas tres horas. Hay pleno convocado para ese día a las 17 horas y a nadie parece sorprenderle que no se sepa si habrá sesión plenaria o no. Cabe recordar que en los últimos meses el Parlament ha permanecido cerrado por decisión del Gobierno de Puigdemont y sólo ha abierto en función de los intereses partidistas del bloque nacionalista.

			Entre medias se anuncia la anulación de la convocatoria de Puigdemont retrasada a las 14:30 horas y se informa de que comparecerá en el pleno. Los continuos cambios de planes y vaivenes en el frente independentista, perfectamente reflejados en la imagen de perfil de Antonio Baños en Twitter, donde a medida que avanzaba el día él iba girando la foto de Puigdemont (empezó boca abajo, luego pasó a estar ladeada y acabó recta), serían un buen guion para una comedia de enredos si no fuese porque lo que estaba en juego era el futuro de los catalanes, de la nación española y el desafío a la ley y las propias instituciones.

			Comemos algo rápido en la cafetería del Parlament mientras especulamos con todas las opciones abiertas. Después acudimos a los despachos de los grupos parlamentarios y se notifica el enésimo retraso: el pleno comenzará a las 18 horas, no a las 17 horas, puesto que a esa hora Puigdemont hará una declaración institucional en el Palau de la Generalitat. Se baraja la opción de que Puigdemont se eche a un lado ante la dificultad de convocar elecciones debido al asedio de sus propios compañeros, y ceda el testigo a Oriol Junqueras para que continúe con el delirio independentista.

			Finalmente, comienza el pleno y desde la tribuna de invitados soy testigo del «día de la marmota». El bloque constitucionalista, formado por PP, PSOE y Ciudadanos, alerta al independentismo de las graves consecuencias políticas, económicas y sociales de sus actos y el nacionalismo hace oídos sordos.

			A las 21 horas, la presidenta del Parlament, Carmen Forcadell, da por finalizada la sesión del pleno, que se reanudará a las 12 horas del día siguiente. Mientras, en las puertas del Parlament siguen concentradas cientos de personas que en menos de 12 horas han pasado de apoyar al Govern, a renegar de él y a volver a echarse en sus brazos. Su plan es manifestarse de nuevo frente al Parlament al día siguiente.

			A esa misma hora, cuando el día parecía terminado, somos testigos de la enésima dimisión en el decadente barco nacionalista. El consejero de Empresa y Conocimiento del Govern y amigo personal del president Puigdemont, Santi Vila, dimite alegando que sus «intentos de diálogo nuevamente han fracasado».

			Volvamos al día 27, cuando se produce la Declaración Unilateral de Independencia. Si el 26 terminó dando la sensación de que no se podría tensar más la situación, el 27 demostró que el independentismo catalán siempre puede ir más allá.

			Nos habíamos quedado en el momento en que un crisol de malestares emocionales, físicos y racionales se amotinan dentro de mí mientras soy testigo, a escasos 50 metros, de la propuesta de votación de la declaración de independencia. Ya se han marchado los diputados del PP, PSC y Ciudadanos y solamente quedan en el hemiciclo los independentistas y los representantes de la marca catalana de Podemos, Catalunya Sí que es Pot, coalición que integra a los partidos de Podemos, Iniciativa per Catalunya Verds, Esquerra Unida i Alternativa y Equo. Comienza la votación y, justo antes de que termine, mi cabeza debate sobre si seré capaz de presenciar el momento en que se proclama la nueva república catalana en un escenario y entorno hostil a mis principios constitucionales. Decido marcharme, salir del hemiciclo y dirigirme a los despachos de los grupos políticos. De camino, se escucha un estallido de júbilo. Ya está. Ha sucedido. El Parlament de Cataluña ha culminado su desafío independentista, ha roto las reglas de juego y ha tensado la cuerda hasta comprobar que se empieza a deshilachar. En aquel momento sólo podía preguntarme: ¿cómo hemos llegado hasta aquí? De eso va este libro.

		

	
		
			Prefacio
			

Etnopopulismo marketiniano

			¿Cómo es posible que ideas tan sencillas de rebatir como el «derecho a decidir» hayan llegado tan lejos? ¿Cómo puede ser que exista tanta gente que crea que es comparable la situación de Cataluña con la de Escocia o Quebec? ¿Cómo hemos terminado hablando de «presos políticos» en una de las democracias más avanzadas del mundo?

			La contestación a estas preguntas, como defendía el expresidente de Estados Unidos, Bill Clinton, habría de explicarse partiendo de la idea inicial de que «a menudo no existen respuestas simples para los problemas complicados pero, sin embargo, son las respuestas simples las que mueven al electorado». Un simplismo político bañado de una pátina épica que permite construir una identidad.

			Son los elementos del marketing los que determinan el éxito o el fracaso del nuevo etnopopulismo o populismo identitario que impera en Cataluña en los últimos años como evolución del viaje emprendido por el nacionalismo moderado que, hasta hace no mucho tiempo, era capaz de dar una de cal y otra de arena, jugando un doble papel según su destinatario, en una clara estrategia adaptativa en función del público receptor.

			Este marketing político apoyado en contrastadas —y, en muchas ocasiones, olvidadas— teorías filosóficas y politológicas, es el que ha permitido que se acepte que el debate político en Cataluña se centre en la identidad por encima de la gestión, primando el catalanismo sobre la educación, el independentismo sobre la sanidad o el nacionalismo sobre las pensiones. De la mano de los preceptos populistas que permiten un amplio abanico de opciones —populismo de derechas, populismo de izquierdas, populismo peronista, populismo identitario, populismo anticapitalista...— se ha ejecutado una efectiva estrategia marketiniana que ha dado paso en poco más de 15 años de contar con un 10 por ciento de catalanes a favor de la independencia a un 40-45 por ciento en la actualidad. Tras varios años y diferentes legislaturas de hegemonía pujolista, los nacionalistas entendieron que no debían caer en los mismos errores de formaciones análogas a lo largo de la geografía global. Y es que en la clásica dicotomía de la ciencia política entre libertad e igualdad, el nacionalismo catalán había apostado por un igualitarismo identitario que había dado lugar a unos hiperliderazgos que se escapaban de la rendición de cuentas generando una élite extractiva susceptible de incurrir en casos de corrupción política, legal y moral. El paso de los años demostró la existencia del famoso tres por ciento en la dominante convergencia y la necesidad de articular un movimiento ajeno al nacionalismo hegemónico, en el que se primase la perpetuación en el poder frente a los liderazgos personalistas. Entraban así en juego los postulados etnopopulistas —al que podríamos llamar coloquialmente «indepopuntismo»— los cuales, conjugados con estrategias de marketing ya probadas anteriormente, darían lugar, en apariencia, al éxito independentista.

			Posiblemente, el movimiento nacionalista catalán nunca tuvo mejor espejo en el que mirarse que el de su hermano, el independentismo vasco, complaciente con la violencia injustificable de una banda terrorista y políticamente tosco, minoritario y carente de un relato emocional. Las experiencias propias y ajenas vividas en el seno catalán y en el entorno de los movimientos secesionistas occidentales, permitieron a los ideólogos del nacionalismo en Cataluña elaborar un plan táctico fundamentado en dos principios inquebrantables: el populismo y el marketing.

			El populismo encarna una concepción de la política asentada sobre la base de una articulación discursiva cuyo hilo conductual son las emociones, la apelación a nuestros instintos más humanos, a la irracionalidad de las vísceras, dejando de lado la coherencia del pensamiento crítico. Este populismo aglutina diferentes sensibilidades en torno a una misma idea, en este caso, la identidad. El teórico político Ernesto Laclau, en su imprescindible obra La razón populista, definía el populismo como la capacidad de construir identidades sociales frente a unas instituciones liberales que no satisfacen las demandas de los ciudadanos.

			Principios que casan a la perfección con las acciones del etnopopulismo catalán, basadas en realizar insistentes llamamientos al pueblo, bajo una constante colectivizadora y cuya finalidad última es la creación de un Estado independiente en forma de república que impulse medidas de corte socialista antagónicamente opuestas a cualquier concepción liberal.

			Sin duda alguna, el independentismo catalán ha podido llegar tan lejos gracias, en parte, al acertado uso de distintas técnicas de marketing. Es aquí donde conviene hacer un paréntesis y derribar el mantra de que el marketing es algo negativo, perjudicial o falaz. Como todo en la vida, depende de cómo se emplee. En política se tiende a asociar el marketing con la valla publicitaria, el spot de campaña, el color de la corbata del candidato o el estilo del discurso en un mitin electoral; y puede que haya algo de marketing superficial en ello, pero la profundidad de la carga marketiniana se encuentra en los postulados filosóficos de intelectuales tan dispares como Aristóteles, Maquiavelo, Orwell, Popper, Laclau o Gellner. De estos grandes maestros se pueden extraer interesantes y eficaces conclusiones de gran utilidad para la política, la vida personal o el ámbito empresarial. Se trata de pasar de la esfera teórica a la aplicación práctica.

			Decía Trotski que «la estrategia no impedía la táctica», y tenía razón, más aún si hablamos de una gran organización, ya sea política o empresarial, en la que la necesidad de contar con una estrategia de marketing es imprescindible. Marketing entendido como táctica y no como un concepto vacío de contenido.

			La realización de un acertado diagnóstico de la realidad, la creación de personajes reconocibles dentro de la construcción del relato, la capacidad de inventar una solución global a los problemas, la articulación de voluntades bien canalizadas y un buen uso de los medios de comunicación, son constantes que se han aplicado en la historia de la civilización desde el origen de los tiempos. Desde Jesús de Nazaret —quien fue capaz de orquestar todo un movimiento social con el objetivo de alcanzar la independencia del pueblo judío de la dominación romana y de los poderes religiosos del momento—, hasta el inolvidable «sangre, esfuerzo, lágrimas y sudor» del primer ministro británico Winston Churchill —como eje discursivo de una ilusión emocional en el devastador contexto de la segunda guerra mundial—, el marketing político y social ha jugado un papel determinante en el éxito de cualquier iniciativa o propuesta innovadora. Por este motivo, vamos a comprobar cómo en Cataluña populismo y marketing se han dado la mano consiguiendo llegar más lejos de lo que muchos se hubiesen imaginado, incluso desde sus propias filas.

		

	
		
			Capítulo 1
			

Populismo retrospectivo

			La quiebra de las sociedades abiertas

			«El problema catalán, como todos los parejos a él que han existido y existen en otras naciones, no se puede resolver, sólo se puede conllevar; es un problema perpetuo, un caso corriente de lo que se llama nacionalismo particularista. Las naciones aquejadas por este mal son en Europa, hoy, aproximadamente todas menos Francia, debido a su extraño centralismo.»

			La frase pronunciada en 1932 por el diputado por León y afamado ensayista José Ortega y Gasset, sintetiza el problema de las aspiraciones de Cataluña. Cuánto se sorprendería el filósofo actualmente al comprobar que el chovinismo francés parece ridículo comparado con el mitómano nacionalismo catalán actual.

			Los primeros síntomas del surgimiento de un entramado nacionalista en Cataluña con nociones de resonancia pública, mediática y con efectos conscientes socioeconómicos tiene lugar a finales del siglo XIX y principios del XX. Es cuando comienza a asentarse la idea de un materialismo y determinismo histórico antagónico a las sociedades abiertas derivado del nacimiento de un entramado de ingeniería social utópica destinado a crear sociedades colectivistas que suponen, de facto, una amenaza para el progreso y la libertad individual, tal y como defendía el filósofo y pensador Karl Popper.

			Ya en la huelga general acontecida durante el Bienio Progresista en 1855, la sociedad obrera catalana demostró una idiosincrasia reivindicativa propia. Bien es cierto que, en aquel momento, Cataluña era el principal centro industrial de España. Aquellos mimbres dieron paso a un periodo caracterizado por un sindicalismo de corte revolucionario que imperaría en Cataluña a finales de siglo y que dejaría de lado la vía terrorista para apostar por lucha organizativa, social y colectivista.

			De esta manera, en 1880, tiene lugar el Primer Congreso Catalanista, una asamblea que tenía por objetivo fijar las bases del catalanismo político. Podemos fijar en este periodo el inicio de un movimiento reflexivo de carácter adulto, dejando atrás la propuesta de algarada callejera y de corto recorrido y apostando por reivindicar un espacio sociopolítico virgen, y con amplias posibilidades de crecimiento y expansión.

			De aquel congreso surge, dos años después, el Centre Català, una entidad que planteaba una innovadora estrategia aglutinadora en torno a un sentimiento identitario. Estos planteamientos, expuestos un siglo después por los padres del populismo politológico, suponen un cambio de modelo, un rumbo diferente, una quiebra en el sistema conocido hasta entonces. El cleavage ideológico daría paso al identitario. Daba igual si uno era carlista, anarquista o federalista. La mera unión en torno al sentimiento de pertenencia catalán era suficiente como elemento vertebrador.

			Entre las demandas públicas de esta asociación se encontraban el reconocimiento del catalán como lengua oficial española, el mantenimiento y reforma del derecho civil catalán, el establecimiento de un Tribunal Supremo catalán y de una administración propia, el fomento del proteccionismo económico y el impulso del carácter mercantil de Cataluña.

			Fue el propio Centre Català el encargado de organizar el Segundo Congreso Catalanista, cuyo hito más destacado fue el compromiso de que los catalanes no intervendrían en los partidos de ámbito nacional. Esta decisión derivó en la elaboración de la Memoria en defensa de los intereses morales y materiales de Cataluña, más conocida como Memorial de Agravios, enviada al monarca Alfonso XII en 1885, en la que abordaban las difíciles relaciones, a su juicio, entre Cataluña y el Estado español. No tuvo mayor recorrido puesto que el rey moriría de tuberculosis ese mismo año.

			Poco duró la unidad en torno al Centre Català debido a los enfrentamientos entre diversas corrientes. En 1887, una escisión de esta entidad forma la Lliga de Catalunya. Cuatro años después, la Lliga se transformó en Unió Catalanista, cuya primera asamblea celebrada en 1892 aprobó las Bases para la Constitución Regional Catalana, más conocidas como Bases de Manresa, un documento al que se le considera como el acta de nacimiento del catalanismo político.

			Con el comienzo del nuevo siglo, surge un inédito partido político impulsado, entre otros, por Francesc Cambó: la Lliga Regionalista. Su primer gran éxito electoral tuvo lugar en las elecciones generales celebradas en 1907, a las que se presentaron unidos una amplia mayoría de partidos nacionalistas, entre ellos la Lliga, bajo el paraguas de Solidaritat Catalana, y obtuvo 41 de los 44 escaños que se elegían en representación de las cuatro provincias catalanas. En las anteriores elecciones generales, celebradas apenas dos años antes, los nacionalistas, por separado, apenas habían logrado seis diputados.

			Un tiempo antes, se había puesto en marcha la Ley de Jurisdicciones, que ponía bajo jurisdicción militar las ofensas orales o escritas a la unidad de la patria, la bandera y el honor del ejército como consecuencia del asalto militar al seminario satírico ¡Cu-Cut!, vinculado a la Lliga Regionalista, tras la publicación de unas viñetas en las que se mofaban de las derrotas del ejército español.

			El triunfo nacionalista en 1907 se explica, en parte, gracias a la inteligente canalización de los sentimientos y afectos de los catalanes, que entendían que había sido atacada su libertad de expresión debido única y exclusivamente a su procedencia catalana. El mensaje era claro, sencillo y altamente comprensible. Se trataba de una censura programada, avalada y defendida por el rey Alfonso XIII, símbolo de la identidad nacional contra un sentimiento regional.

			Junto a un discurso polarizado, según el cual era imposible mantenerse al margen y obligaba al ciudadano medio a posicionarse —excluyéndose como catalán o integrándose en la ola nacionalista—, comienza a cobrar gran importancia la iconografía visual, el uso de elementos vertebradores en torno al ideal regionalista. La bandera, el himno y la Diada formaban una trinidad inseparable que nunca debía ser cuestionada.

			El nacionalismo seguía expandiendo su poder: consiguió que la Lliga Regionalista lograse que se creara, en 1914, la Mancomunidad de Cataluña, la primera fórmula de autogobierno administrativa de la región en la historia contemporánea. El gran problema era que la Mancomunidad carecía de capacidad legislativa, por lo que la ensoñación nacionalista aún parecía utópica. Para salvar este escollo, Francesc Cambó, líder de la Lliga tras la muerte de Prat de la Riba, propuso la elaboración de un borrador de estatuto catalán que sería redactado por la propia Mancomunidad pero que sería rechazado por las Cortes.

			Comenzaba un duro periodo para el nacionalismo catalán. Tras el fracaso en el intento del obtener el primer estatuto de autonomía llegó, años más tarde, la dictadura de Miguel Primo de Rivera.

			En un inicio, el dictador consiguió granjearse el apoyo de las clases burguesas y las élites catalanas además de determinados sectores nacionalistas, entre ellos del propio Cambó. Los primeros creían que protegería la industria catalana, una de las más potentes del país, mientras que los segundos daban por hecho que al haber sido capitán general de Cataluña, les favorecería a la hora de obtener más privilegios y libertades.

			La realidad fue bien distinta. Primo de Rivera tenía entre sus principales objetivos librar a España del mal del nacionalismo, aplicando las medidas que estimase necesarias, por extremas, represivas y negligentes que fuesen.

			«De los males patrios que más demandan urgente y severo remedio, destacan el sentimiento, propaganda y actuación separatistas que vienen haciéndose por odiosas minorías, que ofenden el sentimiento de la mayoría de los españoles, especialmente el de los que viven en las regiones donde tan grave mal se ha manifestado.» Así de tajante se mostraba el dictador, antes incluso de su golpe de Estado. Entre sus primeras acciones estuvo la publicación del Real Decreto sobre Separatismo, del 18 de septiembre de 1923, el cual prohibía toda acción que, a ojos del centralista dictador, rompiese la uniformidad nacional. Quedaban terminantemente prohibidos, bajo duras penas, los elementos propios de Cataluña (y de cualquier otra región de corte nacionalista): ni banderas, ni himnos, ni enseñanzas, ni lengua, ni cultura, ni mancomunidad, ni instituciones...

			Quedaba patente cómo Primo de Rivera se había servido de aquellos mismos a los que posteriormente intentaría aplastar para alcanzar sus objetivos. No fue nada nuevo, simplemente fue la materialización de los principios políticos más reconocidos y analizados por figuras de la talla de Sun Tzu o Nicolás Maquiavelo. El primero, en su aclamada obra El arte de la guerra, detalla la necesidad de aprovechar las ventajas competitivas y dominar al adversario sometiéndole a través del engaño. El segundo, en la biblia política que es El Príncipe, nos recuerda que «aunque el engaño sea detestable en otras actividades, su empleo en la guerra es laudable y glorioso, el que vence a un enemigo por medio del engaño merece tantas alabanzas como el que lo logra por la fuerza».

			El problema de la estrategia dictatorial es que podría ser eficaz de manera cortoplacista pero en el medio y largo plazo generaría un efecto péndulo. El reprimir y oprimir el sentimiento regionalista catalán abonó el terreno para la creación de un sustrato nacionalista de aquellas capas de la sociedad catalana que hasta ese momento habían permanecido ajenas al movimiento identitario.

			Tras la dimisión de Primo de Rivera en enero de 1930 —moriría un par de meses después—, el rey Alfonso XIII encargó al general Dámaso Berenguer la formación de un nuevo Gobierno. Éste prometió restablecer la normalidad constitucional y convocar elecciones, pero nunca cumplió su palabra. De esta forma, la oposición republicana, unida tras el Pacto de San Sebastián, se mostraba cada vez más fuerte. Era la época de la dictablanda.

			El movimiento republicano cosechaba grandes simpatías, no tanto por su propuesta de república como por su percepción de movimiento a la contra. No fue casual, pues se trataba de cumplir la máxima heideggeriana según la cual definimos la realidad política en función de nuestra relación con el resto del mundo. El republicanismo se entendía como contrapeso opositor a su antagónico directo. Se trataba de establecer un principio bifurcador en el monolítico camino monárquico y plantear una opción opuesta.

			Cada vez eran más las voces que pedían que el rey y Berenguer se marchasen. Y así lo hizo este último en febrero de 1931, cuando su Gobierno y él dimitieron en bloque. Alfonso XIII se vio obligado a buscar un sustituto, entre reproches de sus allegados y rechazos al puesto de sus compañeros. El nombramiento recayó sobre el almirante Juan Bautista Aznar, quien se comprometió a restituir la legalidad constitucional y a convocar elecciones municipales, provinciales y generales.

			Así, el 12 de abril de 1931 tuvieron lugar las elecciones municipales en las que se demostró el éxito de la estrategia antimonárquica de los republicanos. Las candidaturas republicanas se alzaron con la victoria fundamentada por el apoyo de las grandes ciudades. Se ponía de manifiesto, una vez más, la brecha existente entre el medio rural y el ámbito urbano. Como sucede hoy en día en política, la victoria urbana incrementó la sensación de triunfo entre la sociedad —de los más de 200 millones de votantes en las elecciones estadounidenses de 2016, Donald Trump no logró ganar en ninguna ciudad de más de medio millón de habitantes.

			Esa misma noche electoral, el máximo responsable de la Guardia Civil, el general José Sanjurjo, envió un telegrama a los destacamentos de la Guardia Civil informando de su intención de no contener el levantamiento contra la monarquía. Entonces, los funcionarios públicos de Correos y Telégrafos interceptaron el mensaje, extralimitándose en sus capacidades laborales (se les impedía leer las comunicaciones enviadas), y se lo comunicaron a los dirigentes republicanos. Tal fue la afinidad de algunos funcionarios con la República que fueron ellos mismos los que izaron, en el propio Palacio de Comunicaciones, la primera bandera republicana en toda la ciudad de Madrid. Quizá a muchos esta desleal actitud de los funcionarios les recuerde a la adoptada recientemente por algunos trabajadores públicos de la administración autonómica catalana.

			Tras esto, el almirante Aznar presentó su dimisión y los republicanos exigieron la marcha del rey antes de la puesta del sol del 14 de abril. Alfonso XIII no opuso resistencia y se exilió debido a la depresión causada por la reciente muerte de su madre y el miedo (lógico) de su esposa de acabar fusilada como algunos de sus colegas reales. Ese mismo día, los republicanos proclamarían la II República.

			En Cataluña, aquellas elecciones municipales marcaron un paso más dentro del imaginario nacionalista. La mayoría de votantes apostaron por Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), un partido político formado escasas semanas antes de las elecciones y nacido de la unión entre los independentistas Estat Català y el Partido Republicano Catalán. Su líder, Francesc Macià, proclamaba la República Catalana al tiempo que nacía la II República.

			Macià y los suyos creyeron que España se formaría gracias a un conjunto de repúblicas regionales, pasando a denominarse Federación Ibérica. Los propios republicanos tuvieron que frenar sus aspiraciones a las que ellos mismos habían dado alas, como contrapartida a obtener el apoyo a la república de los nacionalistas catalanes.

			Lograron que la arcadia nacionalista pasase de República Catalana a Generalitat de Cataluña, constituyéndose como Gobierno autonómico dentro de la República española. Poco después tuvieron lugar las elecciones generales, que reafirmaron el apoyo a las formaciones republicanas.

			ERC sustituyó a la Lliga Regionalista como elemento vertebrador del nacionalismo catalán debido, por un lado, a su apoyo inicial a la dictadura de Primo de Rivera y, por otro, a la enfermedad de su líder Francesc Cambó y a la gran popularidad alcanzada por la cara visible de ERC, Francesc Macià.

			A pesar de las diferencias y disputas entre las dos formaciones, ambas apoyaron la consulta popular sobre el proyecto de Estatuto aprobado por las Cortes en septiembre de 1932. Ese mismo mes de noviembre tuvieron lugar las primeras elecciones democráticas de Cataluña. En ellas, ERC se alzó con un abrumador triunfo obteniendo 57 de los 85 escaños, 41 más que los 16 escaños conseguidos por la Lliga Regionalista, eligiendo a Lluís Companys, de ERC, como presidente del Parlamento de Cataluña, y a Francesc Macià, también de Esquerra, presidente de la Generalitat de Cataluña.

			En 1933 tuvieron lugar las segundas elecciones generales de la Segunda República española y, al contrario que años atrás, en esta ocasión la derecha se presentó unida y la izquierda disgregada. Esto supuso la victoria de la derecha republicana y el enfrentamiento progresivo con el nacionalismo catalán dominante en la Generalitat. Un año más tarde y de manera unilateral, Lluís Companys, quien sustituyó a Francesc Macià a su muerte, proclamó, en nombre de la Generalitat, el Estado Catalán dentro de la República Federal española. Algunos historiadores apuntan a que lo hizo presionado por los radicales independentistas y por los catalanistas marxistas. Tras esto, Companys y el Gobierno catalán al completo, fueron detenidos y se suspendió la autonomía.

			En 1936 tendrían lugar las terceras y últimas elecciones generales de la Segunda República, en las que triunfó el Frente de Izquierdas, que amnistió a los presos políticos y restableció la Generalitat. Meses después tuvo lugar el golpe de Estado que provocó la guerra civil, que acabó con la victoria del frente sublevado.

			Curiosamente, y como muestra del poder marketiniano del nombre, los sublevados se autodenominaron «bando nacional» tras el consejo ofrecido a los sublevados por Joseph Goebbels, ministro alemán de propaganda nazi, con la intención de proyectar en el imaginario colectivo la idea de defensores y salvadores de la nación. Pareciera que tuvieran presente también las opiniones de su adversario George Orwell, quien relató su experiencia combatiendo en Cataluña durante la Guerra Civil, cuando decía aquello de que «el pensamiento corrompe el lenguaje y el lenguaje también puede corromper el pensamiento».

			La Transición: revolución visual y discursiva

			Toda reivindicación política, social o económica debe ir acompañada de un buen eslogan. Un mensaje breve, directo y comprensible que inocule en la cabeza de nuestro receptor la idea amplia que tratamos de transmitir. Debajo de la pátina propagandística de un lema, subyace la clara e inequívoca intención de crear un marco cognitivo en el ideario colectivo. La historia está repleta de ellos.

			Ya en el siglo XV, después de la publicación de la obra El Príncipe, escrita por el polímata y padre de la ciencia política moderna, Nicolás Maquiavelo, a quien se le atribuye falsamente la frase de «el fin justifica los medios», debido a la interpretación de sus postulados. Maquiavelo, a quien debemos contextualizar en un periodo de gran inestabilidad política y social, abogaba por defender la tesis de que un buen gobernante debe emplear todos los medios disponibles a su alcance para alcanzar sus objetivos finales, sin tener en cuenta preceptos morales o éticos. El único límite es el que se marca uno mismo. Toda esta idea pivota sobre dos ejes centrales: el realismo y el pragmatismo en detrimento de los ideales o los principios. Como él mismo recomendaba, «es más seguro ser temido que ser amado».

			La expresión cuestionadora de los principios éticos atribuida a Maquiavelo, tendría continuación a través de uno de los mayores representantes del Siglo de Oro español como es Baltasar Gracián, quien en su obra Oráculo manual y arte de prudencia, publicada a mediados del siglo XVII en pleno Barroco, defendía que «todo lo dora un buen fin, aunque lo desmientan los desaciertos de los medios». Esta idea sigue plenamente vigente si observamos los comportamientos, propuestas y actuaciones de líderes políticos como Donald Trump, Vladimir Putin, Nicolás Maduro o Marine Le Pen, entre otros muchos.

			Del mismo modo, en la segunda mitad del siglo XVIII, en pleno periodo de despotismo ilustrado, nace la máxima que reza «todo para el pueblo pero sin el pueblo», como síntesis de la influencia de los filósofos de la Ilustración en los monarcas del Antiguo Régimen, cuando se implantó un sistema político asentado en la idea de salvaguardar las necesidades básicas del ciudadano para mantenerle satisfecho sin necesitar de su opinión o criterio.

			Esta filosofía termina con la Revolución francesa que destronó a los monarcas absolutistas del Antiguo Régimen e implementó un nuevo periodo democrático, a través de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano (1789), de la primera Constitución francesa (1791) —que instauraría una monarquía parlamentaria— y de la posterior Declaración de los Derechos de la Mujer (1793), surgiendo con fuerza un grito común: «Libertad, igualdad y fraternidad».

			Nadie representaba mejor este espíritu que Olympe de Gouges, quien, pocos años después de la redacción de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, reivindicó los mismos derechos y libertades para hombres y mujeres. Demandó los valores más básicos, primarios e inalienables que todo ser humano pueda tener. Derechos políticos, derecho al voto, a la propiedad privada, poder participar en la educación, ejercer cargos públicos y la igualdad de poder en el ámbito familiar.

			Cuando Olympe luchaba por defender los derechos más primarios de las mujeres, no lo hacía sobre la base de alcanzar única y exclusivamente una igualdad entre hombres y mujeres. Lo hacía persiguiendo mayores cotas de libertad, a través de las cuales conseguir esa añorada igualdad.

			El lema nacido en medio de la convulsa Revolución francesa ponía de manifiesto que libertad e igualdad no eran (ni son) conceptos excluyentes, sino que ostentan grandes dosis de complementariedad.

			Eran tiempos de cambio en el viejo continente. Mientras la Revolución francesa acuñaba el ideal basado en «libertad, igualdad y fraternidad», la Revolución Industrial inglesa, de la mano de los principios defendidos por el economista británico Adam Smith, pergeñaba el concepto de libre mercado sobre la base de los postulados fisiocráticos y resumido en la famosa frase «laissez faire, laissez passer» (dejar hacer, dejar pasar). Detrás de esta sencilla expresión subyace un amplio ideal político-económico que defiende el empuje de la iniciativa privada, la limitación regulatoria de los poderes públicos y la libertad de capitales en el mercado como parte de un sistema natural económico que genera mayores grados de libertad individual frente a la intervención del Estado y el paternalismo asistencialista de las instituciones públicas.

			A finales del siglo XVIII, una corriente heredera de ese movimiento liberal basado en el «laissez faire, laissez passer» extrema sus ideas y radicaliza sus principios de la mano del profesor universitario Jakob Mauvillon. Éste abogaba por la privatización completa del sistema educativo, desde la etapa primaria hasta los periodos universitarios. Del mismo modo, apostaba por la privatización del sistema postal, de la provisión de la seguridad y del sistema de mantenimiento de los clérigos. Con la misma vehemencia y seguridad defendía la libertad de prensa y de expresión como principio básico de la libertad individual.

			Sus ideas penetraron dentro del movimiento político alemán del momento y tuvieron gran influencia en la historia del liberalismo europeo gracias a la acuñación de su lema de cabecera que se extendió rápidamente por el continente europeo: «Libertad para poseer, para disfrutar, para ganar».

			Estos seis eslóganes son el claro ejemplo del éxito de diferentes ideologías complejas, disruptivas e innovadoras, las cuales, a través de la creación de marcos cognitivos, identifican e instauran en el imaginario colectivo un concepto emocional y racional de mayor transcendencia. El lema tiene un sinfín de beneficios: es fácil de recordar, muestra un beneficio claro, cohesiona a la vez que distingue y transmite unos principios.

			Esto no es patria potestad de movimientos alejados en el tiempo y en el espacio. En Cataluña, en los últimos coletazos de la dictadura franquista, en 1971, surgió un grito común que reivindicaba tanto el paso de los oscuros años del franquismo a la luz como la esperanza de una democracia libre. Ese grito no fue otro que el famoso «libertad, amnistía y estatuto de autonomía».

			La reivindicación inicial no era diferente a la que se realizaba en cualquier otra región de España. El franquismo, a pesar de su etapa final modernizadora y tras haber pasado de ser una dictadura autoritaria a una dictablanda aperturista, seguía representando el anacronismo de un régimen que se demostraba agotado. Esto fue aprovechado por parte de la sociedad catalana que, influida por su fuerte tradición histórica anarquista, aprovechó para ligar el concepto de libertad y nuevo tiempo con el de mayor autogobierno y espacios políticos propios.

			Este debate constituirá uno de los ejes centrales de la discusión política en un espacio constantemente dicotómico fundamentado en la disputa dual entre un nacionalismo regionalizador o una globalización mundializadora.

			Es cierto que el franquismo se asentaba sobre el principio de uniformidad nacional, pero también es cierto que el escenario geopolítico internacional daba muestras de virar hacia la cesión de soberanía nacional en favor de entidades supranacionales. Es el caso de la incipiente Unión Europea, que, ya en la década de los 70, contaba con nueve sólidos socios y repetía insaciablemente la idea de solidaridad interterritorial plasmada en 1950 por Robert Schuman, uno de los fundadores del actual viejo continente: «Europa no se hará de una vez ni en una obra de conjunto; se hará gracias a realizaciones concretas, que creen en primer lugar una solidaridad de hecho».

			A pesar de que pudiera parecer paradójico que en medio del embrionario escenario globalizador surgiesen movimientos regionalistas de corte nacionalista, como es el caso de Cataluña, en muchos casos tiene una explicación lógica.

			Desde el comienzo de los procesos descolonizadores, el número de países existentes en el planeta ha ido en aumento. Así, en 1946 había 74 Estados reconocidos en todo el mundo, y a día de hoy existen 194 países reconocidos internacionalmente. Es precisamente la mano globalizadora la que permite romper las cadenas de la uniformidad y la homogeneidad.

			Es la libertad globalizadora la que ha permitido que, como bien apunta el expolítico y economista Guillermo de la Dehesa, la descolonización de África diese lugar a 48 nuevos Estados, a que la caída de la Unión Soviética albergase el nacimiento de 15 nuevos países o a que la extinta Yugoslavia se transformase en cinco nuevas naciones. Naciones y Estados inviables si no fuese por la existencia de un sistema económico, político y social abierto y globalizador en el mundo.

			Los nacionalistas necesitan de la globalización para poder expandirse, tanto es así que una de sus principales inquietudes, como veremos más adelante, es la imagen exterior y las relaciones bilaterales con terceros países. Podríamos decir que la libertad global es aprovechada por el ámbito local en la misma medida que lo hace el nacional.

			El grito cohesionador «libertad, amnistía y estatuto de autonomía» proclamado por los antifranquistas catalanes les diferenciaba de los demócratas de otras regiones de España, a pesar de compartir las mismas reivindicaciones políticas, económicas y sociales. Los antifranquistas catalanes consiguieron crear la idea política de que mayor autogobierno se traduciría en mayor libertad. Y les funcionó. Así, tras la muerte de Franco, las fuerzas políticas catalanas y los colectivos sociales consiguieron uno de sus primeros éxitos. Entendieron, como siguen haciendo actualmente, que en una sociedad moderna el poder de una buena imagen es mejor que mil campañas publicitarias. La imagen no podía ser otra que la de cientos de miles de catalanes saliendo a la calle para apoyar las demandas existentes bajo el paraguas del mencionado lema.

			Hubo varias manifestaciones en las calles de Barcelona, pero la primera, celebrada el 1 de febrero de 1976, supuso un antes y un después por varios motivos. El primero fue la abrumadora movilización que se produjo y que sorprendió incluso a los propios convocantes. Aquélla era una movilización que había sido declarada ilegal y, por tanto, prohibida por el Gobierno, lo que generaba amplias dudas sobre la posible adhesión de ciudadanos dispuestos a jugarse el tipo ante unos 2.000 agentes de la policía. Pero aquel día se estima que acudieron más de 50.000 catalanes a reivindicar una amnistía a los presos políticos y un Estatuto de Autonomía que les dotase de mayor autogobierno. Fue una de las mayores protestas vividas en la época de la dictadura.

			El segundo motivo, y casi más importante que la gran afluencia de gente a la manifestación, fue el hecho de que diversas imágenes de las cargas policiales se colaron entre las páginas de rotativos internacionales de gran difusión y repercusión como The Times, The New York Times, Le Figaro o Der Spiegel, aumentando la sensación internacional del agotamiento de la dictadura y de la necesidad de un nuevo periodo político y social en España.

			Aquellas imágenes sirvieron de acicate para las siguientes convocatorias. El movimiento antifranquista era consciente de la necesidad de aprovechar la euforia derivada por la mediatización de la anterior manifestación y convocaron una nueva movilización una semana más tarde, el 8 de febrero de 1976. Esta vez la movilización fue más política y los convocantes y asistentes estaban más mentalizados de las posibles consecuencias de aquellas reivindicaciones. El Gobierno también, y por eso cuadriplicó el número de efectivos policiales.

			Menos de seis meses después, el rey nombró presidente del Gobierno a Adolfo Suárez y se publicó el primer decreto de amnistía. En junio de 1977 se celebraron las primeras elecciones democráticas tras la dictadura, y Adolfo Suárez conservó su poder logrando reunir a socialdemócratas, conservadores, liberales o democristianos en torno a un proyecto reformador.

			La UCD de Suárez había sido la fuerza política más votada en 12 comunidades autónomas y en Ceuta y Melilla, y la segunda en otras tres; sólo en el País Vasco y Cataluña obtuvo unos resultados diferentes.

			En Cataluña, la Unión de Centro Democrático fue la tercera fuerza política por detrás del PSOE y de los comunistas del Partido Socialista Unificado de Cataluña, el cual casi empata con el Pacte Democràtic per Catalunya, coalición de diferentes partidos en el que se integraba Convergència Democràtica de Catalunya, la formación creada por Jordi Pujol.

			Socialistas y comunistas catalanes compartían la reivindicación de autogobierno que tanto éxito les había dado gracias a la utilización del eslogan «libertad, amnistía y estatuto de autonomía». Entendían que aquella fórmula era altamente explotable y que aún le quedaba recorrido, después de que el joven Suárez apostase firmemente por una Ley de Amnistía de presos políticos.

			Así plantearon el objetivo de conseguir un Estatuto de Autonomía, aprovechando las movilizaciones sociales derivadas de la defensa de una amnistía. De esta manera, quisieron celebrar, el domingo 11 de septiembre de 1977, una Diada histórica que demostrase la voluntad popular en favor del autogobierno catalán. Aquella movilización fue un nuevo éxito: alcanzó cifras récord de asistencia que se estiman por encima del millón de personas. «La mayor concentración de masas de la historia», según recogía el Diario 16, fue un baño de catalanismo en el que se entremezclaron senyeras con esteladas junto con pancartas que solicitaban un estatuto de autonomía.

			En el periódico Arriba, fundado por José Antonio Primo de Rivera y diario de cabecera del franquismo, ya en 1977 en manos del Estado, se defendía la voluntad del rey de apoyar el proceso autonómico de Cataluña:

			«La decidida voluntad de la Corona por conseguir un hogar nacional confortable y autentificado para todos los españoles, capaz de articular la personalidad regional específica con la personalidad global española, ha puesto en marcha una solución que refleja la aspiración popular catalana y es susceptible de normalizar las relaciones intrarregionales españolas por tanto tiempo alteradas o sofocadas. La última palabra la tiene la Corona. Porque no existe atribuida a ninguna otra Instancia la facultad de legalizar la Generalitat de Cataluña. La capacidad jurídica del Rey se pone al servicio del consenso de la clase política española y del largo, intenso y tantas veces frustrado anhelo autonomista catalán, que lejos de ser un particularismo se constituye en adelantado de un proceso general por el que han de discurrir, para ser más españolas, las nacionalidades de España.»

			Tres semanas después, el 29 de septiembre de 1977, se restableció la Generalitat de Cataluña mediante un decreto ley que comenzaba diciendo: «La Generalitat de Cataluña es una institución secular, en la que el pueblo catalán ha visto el símbolo y el reconocimiento de su personalidad histórica, dentro de la unidad de España». Menos de un mes después se producía la vuelta del exilio de Josep Tarradellas, quien llevaba viviendo en el ostracismo desde 1954; fue recibido en Barcelona entre multitudes, donde pronunció la famosa frase «ja sóc aquí», recordando su legitimidad histórica.

			Desde un punto de vista meramente estratégico, la jugada de Suárez era claramente vencedora. Con la vuelta del exilio de Tarradellas y el restablecimiento de la Generalitat, desmontaba los argumentos del catalanismo más radical que apostaba por la ruptura, al tiempo que allanaba el camino a una nueva Constitución que fijase los límites de las autonomías.

			En el ámbito del marketing y la negociación, este tipo de estrategias se definen como «win-win», debido a la victoria emocional que genera a las dos partes que defienden intereses divergentes o directamente contrapuestos.

			De esta manera, el 6 de diciembre de 1978 se aprobó la Constitución española con un apoyo mayoritario de la sociedad. En Cataluña no fue distinto. De hecho, la participación allí fue superior a la media nacional y el texto fue apoyado por el 91,1 por ciento de los catalanes, casi tres puntos por encima del porcentaje de síes en toda España, que fue del 88,54 por ciento. Cabe recordar que de los siete padres de la Constitución, dos eran catalanes: Jordi Solé Tura y Miquel Roca. Por lo que la sensibilidad territorial catalana quedaba ampliamente recogida en el texto constitucional.

			La Constitución de 1978 es tajante sobre las opciones separatistas. Ya en su segundo artículo deja claro «la indisoluble unidad de la nación española, patria común e indivisible de todos los españoles», al tiempo que en el mismo artículo reconoce y garantiza «el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran». Además, el título octavo de la Carta Magna, concretamente en su tercer capítulo, refleja de manera inequívoca la organización territorial del Estado, fijando los límites y estableciendo una serie de derechos y deberes.

			Previamente, en los debates sobre las enmiendas a la Constitución realizados en el Congreso de los Diputados, se valoró la propuesta del parlamentario Francisco Letamendía, de Euskadiko Ezkerra (La izquierda de Euskadi), una coalición formada por marxistas e independentistas vascos, que defendía la necesidad de incluir en la Carta Magna un nuevo título que regulara el derecho a la autodeterminación de los pueblos del Estado español, permitiéndoles optar entre seguir formando parte de España o formar otro Estado independiente.

			La enmienda fue rechazada con cinco votos a favor, 268 en contra (incluidos los de los diputados del PNV) y 11 abstenciones (de las que 9 correspondían a diputados de la minoría catalana). Quedó claro que no existía la necesidad de incluir en la Constitución un artículo que prácticamente no existe en ninguna Constitución del mundo, ni tampoco había una demanda social que empujase a valorar opciones similares.

			Una vez aprobada la Constitución, todos los diputados y senadores elegidos por las cuatro circunscripciones catalanas en las elecciones generales de junio de 1977, formantes de la Asamblea de Parlamentarios catalanes, designaron un equipo compuesto por veinte miembros que se encargarían de redactar el anteproyecto del nuevo Estatuto de Autonomía.

			Éstos se reunieron en el parador de Sau, de ahí que el Estatuto de Autonomía fuese también conocido como el Estatuto de Sau, y el 29 de diciembre de 1978 presentaron el anteproyecto que fue aprobado.

			Antes de ser refrendado, tuvieron lugar las segundas elecciones generales después de la dictadura y tras aprobarse la Constitución de forma mayoritaria. Tuvieron lugar el 1 de marzo de 1979 y en ellas volvió a ganar la UCD de Suárez, aunque sin mayoría absoluta. Obtuvieron más escaños y porcentaje que en 1977, quedándose con 47 diputados más que el segundo partido más votado, que volvió a ser el PSOE.

			Ganaron en once Comunidades Autónomas, más Ceuta y Melilla, y fueron segundos en las otras seis autonomías, en cinco empataron en escaños con el PSOE, que fue primera fuerza política, y en el País Vasco también fueron segundos, empatados con los socialistas tras el Partido Nacionalista Vasco.

			Varios meses después, el 25 de octubre de 1979, el Estatuto de Autonomía sería aprobado por el 88,1 por ciento de los catalanes que acudieron a las urnas en una jornada con una participación inferior al 60 por ciento. Tras este hito para el autogobierno catalán, un año después, en 1980, llegaron las primeras elecciones autonómicas, que constituyeron el comienzo de una escalada nacionalista que continúa hoy día.

			Hegemonía política pujolista

			En aquellos comicios autonómicos de 1980, resultó vencedora con 43 escaños Convergència i Unió (CiU), coalición integrada por Unió Democràtica de Catalunya (UDC) y Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), esta última fundada por Jordi Pujol, quien había obtenido escaño en el Congreso en las elecciones de 1977 y abandonó su breve paso por la política nacional para liderar la candidatura de los nacionalistas catalanes en aquella primera cita electoral autonómica.

			Comenzaba así, en términos gramscianos, la hegemonía política del nacionalismo catalán, creando un discurso dominante que obligaba a las demás formaciones a posicionarse constantemente e ir a rebufo del discurso nacionalista, polarizando cada vez más a la sociedad y agrupando a los ciudadanos en torno a un eje que abandonaba las coordenadas derecha-izquierda para asentarse en un vértice nacionalista-no nacionalista.

			CiU y, sobre todo, Jordi Pujol se convirtieron en los siguientes años en figuras predominantes y hegemónicas, tal y como establecía el investigador italiano Giovanni Sartori en su obra Partidos y sistemas de partidos. Una maquinaria arrolladora perfectamente engrasada dispuesta a mantenerse en el poder a cambio de bascular un mensaje nacionalista dentro de Cataluña y un mensaje central, estable y moderado en sus negociaciones con el Gobierno de la nación.

			Éstos fueron los años en los que Pujol se decantó por un discurso adaptable en función del receptor: si el público a quien se dirigía era más nacionalista, su coqueteo con la posible independencia era mayor que cuando le estaban escuchando opciones más moderadas. Sirva de ejemplo aquellas casuales y prolongadas toses que le entraban al president cuando le entrevistaban en medios catalanistas y le preguntaban «si Cataluña era España»; sin embargo, cuando hablaba para el conjunto de españoles no tenía reparos en confesar abiertamente que «Cataluña no se va a separar de España por diversos y poderosos motivos; el peligro del secesionismo no es racional».[2]

			Una de las cualidades llamativas de ese liderazgo hegemónico ejercido férreamente por Jordi Pujol fue su marcado carácter religioso. Llamativo en tanto en cuanto España acababa de salir de un periodo dictatorial fundamentado en el nacionalcatolicismo y la esencia de la tradición más catalanista era diametralmente opuesta a lo que esto representaba. El movimiento social catalán se había caracterizado históricamente por un sesgo anarquista y agnóstico, si bien es cierto que las cifras de católicos en España en los años ochenta nada tienen que ver con las de la actualidad. A mediados de los años ochenta, más del 90 por ciento de los españoles se consideraban católicos, y la gran mayoría eran practicantes habituales. Actualmente, el dato del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) de 2018 revela que el 68 por ciento de los españoles se considera católico y, de éstos, el 60 por ciento no acude nunca o casi nunca a un oficio religioso. Tal fue el fervor religioso de Pujol que no dudó en acudir en 1988 al Vaticano acompañado por su esposa, la plana mayor de su Gobierno, destacados referentes eclesiásticos regionales y más de 4.000 catalanes para celebrar el milenario de Cataluña. Las palabras del papa Juan Pablo II fueron recibidas con mucha expectación. Cuando Wojtyla comenzó a hablar en castellano haciendo alusiones a la españolidad de Cataluña, se escucharon numerosos pitos entre los asistentes, que pronto tornaron en aplausos y vítores cuando el sumo pontífice se dirigió al público en catalán. Fue un discurso complaciente con la historia de Cataluña, pues incluyó incluso referencias a las sardanas y a los castells.

			Algunos se preguntarán, de manera muy acertada, qué era esto de la celebración del milenario de Cataluña. Como veremos ahora, no fue más que una estratagema ajena a la realidad construida con la única finalidad de aumentar el sentimiento de pertenencia a una comunidad y, por tanto, las posibilidades de maleabilidad de la sociedad. Desde Sun Tzu defendiendo la idea de que «la mentira es una parte esencial de la guerra» hasta Henry Kissinger aludiendo a «la moral diferenciada entre ciudadano y Estado» para justificar las invenciones y falsedades políticas, la mentira ha jugado siempre un papel determinante en el relato político. Muchos líderes, a lo largo de la historia, eran conscientes de ello, y Pujol no era una excepción. De hecho, su estrategia parece basarse en los principios planteados hace algo más de tres siglos por el escritor escocés John Arbuthnot, quien en su obra El arte de la mentira política —falsamente atribuida a su buen amigo Jonathan Swift— argumentaba que la mentira política es sencilla y contundente: «El arte de hacer creer al pueblo falsedades saludables con un buen fin».

			Sólo así se entiende que el Parlament de Cataluña aprobase una moción, en 1987, para que se celebrara «el milenario de la independencia de hecho de los condados catalanes, basándose en la negativa del conde Borrell II de Barcelona a prestar vasallaje al rey de los franceses Hugo Capeto el año 988». Para ello, se creó la Comisión del Milenario del Nacimiento Político de Cataluña, entre cuyas conclusiones destaca, a la par que sorprende, la siguiente: «No nos ha interesado tanto la defensa de la exactitud de una fecha milenaria precisa, el 988, sino probar documentalmente la existencia de un pueblo diferenciado y consciente de lo que era hace mil años». Reconocer sin tapujos la creación artificial y ficticia de una historia imaginada propia tiene su mérito. Pero más mérito tiene aún ser capaz de trasladar esa falsa creación a la sociedad catalana. Y es que las palabras «catalán» o «Cataluña» tardarían aún siglos en aparecer. Es la ensoñación de la historia que no fue y que al nacionalismo le hubiese gustado que fuese. Recomendables por pausadas, equilibradas y estudiadas son las crónicas de la época del escritor, poeta y político Carlos Barral.[3]

			Esta construcción ficticia de la historia y del sentimiento nacionalista catalán, junto con su pragmatismo, su equidistante ambigüedad y su habilidad negociadora, llevaron a Jordi Pujol a mantenerse en el poder durante 23 años de manera ininterrumpida, previo paso de seis citas electorales, ofreciendo su apoyo y facilitando la estabilidad de todos los gobiernos centrales, desde la UCD de Suárez y Calvo Sotelo hasta el PSOE de Felipe González, pasando por el Partido Popular de José María Aznar y el famoso Pacto del Majestic. Todo a cambio de más competencias para Cataluña.

			El papel de Jordi Pujol para negociar lealtades con partidos políticos nacionales de pensamiento tan dispar fue crucial a la hora de crear un discurso identitario que conectase con las demandas de autogobierno en torno a un principio nacionalista ausente de ideología aparente.

			Esta lógica se asienta sobre los preceptos de corrientes politológicas populistas, propias de América Latina, y que han sido planteadas por el filósofo Ernesto Laclau, quien asegura que el mantenimiento en el poder genera unos hiperliderazgos que escapan de la rendición de cuentas y mitifican la figura del líder, tal y como se demostraría años después.

			Durante estos años, CiU y el PSOE se sienten cómodos con el rol que ha adoptado cada uno. Existía una convergencia de voto dual, según la cual los catalanes votaban diferente en clave nacional y local, y en clave autonómica. Mientras en clave nacional apostaban por el socialismo que representaba Felipe González, en las autonómicas mostraban su apoyo a la desideologizada apuesta nacionalista de Pujol.

			Esta tónica se rompe con la victoria electoral de José María Aznar en 1996 y el pacto de gobierno ofrecido por CiU al Partido Popular. Es en este momento en el que el PSC (el PSOE catalán) vira su discurso hacia postulados más nacionalistas y logra obtener la victoria en votos en las elecciones catalanas de 1999, pero no en escaños. CiU necesitaba pactar y el Partido Popular, preso del Pacto del Majestic, ofrece su apoyo a la investidura de Jordi Pujol.

			La entente cordiale entre PSOE y CiU quedaba en el olvido y se iniciaba así una legislatura en la que los socialistas reprocharían de manera enfática —y casi por primera vez— el perfil derechista de los nacionalistas.

			En la legislatura 1999-2003, Jordi Pujol comienza a preparar su sucesión, que termina en 2001 cuando designa personalmente a Artur Mas como heredero al trono del sillón hegemónico de la política catalana que representaba CiU. Mas había sido desde 1997 consejero de Política Territorial y Obras Públicas y, posteriormente, de Economía en los gobiernos de Pujol. Este nombramiento generó cierta controversia en CiU, formación compuesta por dos partidos, al ver cómo se premiaba a Artur Mas en detrimento del otro aspirante y líder de Unió Democràtica de Catalunya, Josep Antoni Duran i Lleida. ¿Habrían sido distintas las cosas en Cataluña si aquel proceso sucesorio hubiese sido diferente? Nunca se sabrá, pero las especulaciones están servidas.

			Aquel nombramiento pretendía mantener la lógica gatopardiana basada en el hecho de cambiar todo para que nada cambie, pero los socialistas vieron en la sustitución de caras una ventana de oportunidad que les permitiría romper con la tónica continuista.

			Identidad lampedusiana

			En la misma época tuvieron lugar dos acontecimientos determinantes como consecuencia de los resultados electorales de las elecciones generales del año 2000. En primer lugar, el Partido Popular consiguió la victoria con mayoría absoluta, por lo que no necesitó de la muleta nacionalista y pudo poner fin a las negociaciones de gobierno con formaciones minoritarias que exigían mucho a cambio de mantener la estabilidad del Gobierno. En segundo lugar, Joaquín Almunia, candidato del PSOE y secretario general del partido, dimitió, dando lugar a la celebración del XXXV Congreso Federal socialista en el que se presentaron cuatro candidatos: Matilde Fernández, Rosa Díez, José Bono y José Luis Rodríguez Zapatero. Un joven Zapatero se alzó, contra todo pronóstico, con la secretaría general con nueve votos de diferencia sobre Bono, siendo determinante el apoyo al leonés de la federación catalana.

			Estos hechos dieron pie a una carrera nacionalista sin retorno de cara a las elecciones autonómicas del año 2003, las más igualadas desde 1980. En aquellos momentos, la homofilia reinante en las filas socialistas les condujo a ir más allá en las demandas de autogobierno de lo que había ido antes el propio nacionalismo catalán.

			Pasqual Maragall, líder de los socialistas catalanes, abanderó una propuesta de reforma del Estatut que, hasta ese momento, ni era una demanda ciudadana, ni había sido solicitada políticamente más que por ERC, y de manera residual. Pretendía ganar a CiU usando las mismas armas que el pujolismo y aprovechando que Artur Mas no tenía la fortaleza de su predecesor.

			El PSC consiguió su objetivo y ganó las elecciones autonómicas de noviembre de 2003, dando paso a uno de los episodios más reprochables desde el punto de vista democrático de la política catalana hasta aquel momento: el llamado Pacto del Tinell. Aquél fue un acuerdo de gobierno firmado entre socialistas catalanes, Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) e Iniciativa per Catalunya Verds-Esquerra Unida i Alternativa (ICV-EUiA), que establecía, entre otras premisas, más y mejor autogobierno para Cataluña[4] y la puesta en marcha de un cordón sanitario contra el Partido Popular.[5]

			En la perversa lógica populista de Mouffe y Laclau, se establece que todo discurso construye una identidad, nacionalista en este caso, reuniendo a un conjunto de elementos. Aquí lo forman los diferentes partidos políticos catalanes, que son diferentes pero pueden ser reunidos en torno a su común oposición a una alteridad radical que no es sólo una diferencia más, sino aquella que supone una amenaza para todo el conjunto. Es decir, el Partido Popular, como única fuerza no nacionalista, supone un impedimento político en el camino nacionalista, de ahí que deba ser excluido de la vida pública.

			La experiencia excluyente debía reeditarse con éxito en las elecciones generales de 2004. De ahí que empezasen a cobrar sentido aquellas famosas declaraciones de un Zapatero ya candidato a la presidencia del Gobierno: «Apoyaré la reforma del Estatuto que apruebe el Parlamento catalán».[6] Años más tarde, el propio Zapatero, en un programa de televisión, confesó ser consciente del error de aquella afirmación: «Es verdad que la frase no fue muy afortunada. Intenté rectificar. Quise decir que apoyaría que el Parlamento de Cataluña aprobara un Estatut conforme a la Constitución».[7]

			Pájaros de papel estatutarios

			La propuesta inicial de Estatut muestra claramente algunos de los grandes males endémicos del nacionalismo. Ofrece constantemente una visión colectivista en la que el individuo queda anulado y supeditado a la voluntad intervencionista de la «nación catalana». Esta voluntad colectivizadora queda patente si hacemos un rápido análisis lingüístico del texto inicial, que revela que la palabra «Cataluña» aparecía 481 veces, mientras que la palabra «ciudadanos» lo hacía en 34 ocasiones y «catalanes» solamente en nueve. No debe sorprender, pues, que «España» aparecía reflejada únicamente en un par de ocasiones a colación de los tratados internacionales existentes.

			Una muestra más de su carácter regulador e intervencionista era su amplia extensión de 227 artículos frente a los 169 de la española, los 146 de la alemana, los 139 de la italiana, los 89 de la francesa o los siete de la estadounidense. Lógicamente, en un texto de este carácter no es de extrañar que la palabra «competencia» apareciese en 329 ocasiones.

			Era un texto que bebía claramente de la influencia de las constituciones mejicana de 1917 y de la de Weimar de 1919, y que establecía una hoja de ruta de ruptura, al tiempo que se hacía con el control regulatorio y planificador de la vida de los catalanes.

			El Partido Popular decidió abanderar la oposición al texto estatutario y comenzó una campaña en la calle de recogida de firmas contra el texto inicial. Dicha campaña servirá, desde aquel momento hasta nuestros días, como argumento entre los nacionalistas de la idea represora de la derecha española y su cerrazón al autogobierno regional.

			Probablemente, la distancia que nos otorga el paso del tiempo nos haga reflexionar y plantearnos si aquella estrategia fue del todo acertada. Es evidente que se estaban cruzando líneas rojas en la política territorial del Estado y que el escenario auguraba una escalada nacionalista que muchos ciudadanos y votantes moderados pedían que fuese frenada. Comenzaba a vislumbrarse la soledad del discrepante con el catalanismo y la orfandad del defensor del modelo de las autonomías tal y como se conocía, haciéndose necesaria la presencia de alguna formación política con espíritu cohesionador y no disgregador.

			Dicho esto, aquella estrategia basada en negarse a introducir enmiendas al proyecto inicial del Estatut, a recoger firmas en la calle contra el texto y a acudir al Tribunal Constitucional, polarizó el fragmentado escenario político en Cataluña y colocó al Partido Popular en un extremo como antagónico natural del nacionalismo. No cabe duda de que uno de los marcos cognitivos más efectivos en las sociedades occidentales —y España no es una excepción— es aquella que plantea que «en el medio está la virtud», que evidencia que los extremos son tremendamente negativos y peligrosos.

			En un primer momento, la Comisión Constitucional del Congreso aprobó el texto estatutario con los votos en contra del Partido Popular y de ERC, después de que los republicanos hubieran votado a favor del texto que salió del Parlamento catalán. No obstante, se eliminaron los artículos sobre las selecciones deportivas catalanas, la transferencia y gestión de puertos y aeropuertos a la Generalitat y el hecho de que Cataluña se constituyera como circunscripción electoral independiente en las elecciones al Parlamento Europeo. En aquellos años, el apoyo social a la independencia de Cataluña no llegaba ni al 15 por ciento.[8]

			Finalmente, el Estatut se aprobó en un referéndum que no despertó interés alguno entre los catalanes, a tenor de la baja participación que no llegó ni al 50 por ciento —fue respaldado sólo por el 36 por ciento de los catalanes con derecho a voto— y que marcó el comienzo de la quiebra de confianza entre los socialistas y los republicanos de ERC. Como estocada al texto estatutario, llegó la admisión a trámite del recurso de inconstitucionalidad presentado por el Partido Popular ante el Tribunal Constitucional. No fue el único, pues también fue recurrido por el Defensor del Pueblo y cinco comunidades autónomas: Murcia, Comunidad Valenciana, Baleares, La Rioja y Aragón. De los 114 artículos denunciados por el Partido Popular ante el Constitucional fueron declarados ilegales 14,[9] y más de una veintena fueron sometidos a restricciones interpretativas. De lo que no quedaría ninguna duda es de que aquella sentencia, en ningún momento, hacia retroceder en el autogobierno que ostentaba Cataluña antes de la propuesta del nuevo Estatuto. Contrariamente a lo que la efectiva maquinaria nacionalista intentó hacer creer, se ampliaban las competencias de la autonomía, pero no en la medida deseada inicialmente por sus impulsores.

			Entre 2003 y 2010, los siete años que duraron los debates en torno al Estatut de Cataluña, los socialistas fueron desangrándose electoralmente. Entre 2003 y 2006, el PSC perdió 235.000 votos, y otros 225.000 entre 2006 y 2010, es decir, prácticamente la mitad de sus votantes dejaron de confiar en ellos durante el travestismo nacionalista al que se sometieron.

			La estrategia socialista, lejos de calmar las ansias nacionalistas, se convirtió en la gasolina del fuego independentista, incrementando sus expectativas, afianzando sus posibilidades y legitimando sus utópicas reivindicaciones. Dejaron el Gobierno en 2010 siendo la comunidad autónoma más endeudada, habiendo fracturado el consenso constitucionalista y habiendo convertido las particularidades de una de las regiones más prósperas del país en un elemento disgregador en lugar de algo enriquecedor. Creyeron ver un sinfín de posibilidades electorales en el hermanamiento entre la izquierda y el nacionalismo, y terminaron enfrentándose entre ellos y quebrando la paz de toda Cataluña.

			La perspectiva de los años les ha permitido admitir el inmenso error de aquellas políticas. Fue el propio Pasqual Maragall quien, en el año 2007, en una entrevista del diario italiano Europa, reconocía que la reforma del Estatut no había merecido la pena puesto que habían obrado sabiendo la inconstitucionalidad de su texto y la necesidad previa de modificar la Constitución.

			Josep Antoni Duran i Lleida, líder de Unió Democràtica de Catalunya, confesó en el año 2005, por medio de una tribuna en el diario El País, que «siempre he dicho que nos equivocamos con el nuevo Estatuto. No lo hicimos bien en Cataluña. Fue un error hacerlo sólo con una de las Españas. También el PSOE se equivocó».[10]

			Pedro Solbes resumió el sentimiento de muchos al afirmar que «en cierta medida, el Estatut nos complica a todos la vida». Muchas otras voces autorizadas dentro de las filas socialistas, desde Susana Díaz a Juan Carlos Rodríguez Ibarra, confesaron la mala y equivocada gestión que se hizo en Cataluña durante aquellos años.

			Sin embargo, la izquierda de hace diez años y la de hoy día sigue intentando monopolizar el debate y, conscientes de que las palabras que escogemos son también una pieza clave para el posicionamiento, introducen el término «nación de naciones» para referirse a la realidad territorial e identitaria. Desde el punto de vista gramatical, este concepto tiene el mismo sentido y lógica que «coche de coches», «libro de libros» o «casa de casas». Constituye una simplificación absurda pero de la cual subyace la idea de cohabitación pacífica de territorios. Una terminología que, a pesar de haber sido aceptada y empleada hasta por los adversarios socialistas, no cuaja entre el conjunto de la sociedad.[11]

			Aquel Estatut tenía la curiosa capacidad de enfadar a cualquiera, de no contentar a nadie y de frustrar las aspiraciones de todos: de los nacionalistas por sentirse censurados por el Estado central y de los no nacionalistas por entender que se habían excedido las funciones propias de cualquier autonomía.

			Esto permitió a los nacionalistas comenzar a experimentar en una tierra que parecía abonada para las pruebas de cara al objetivo final que era, para algunos, la independencia. Fueron los meses en lo que la forma de trabajar consistió en el formato ensayo-error, es decir, ir probando diferentes fórmulas y escenarios hasta alcanzar el éxito variando la técnica. El objetivo final era lograr sistematizar los procesos naturales de la lógica secesionista.

			En los meses previos a que se conociera la sentencia definitiva del Tribunal Constitucional sobre el Estatut, que tuvo lugar en junio de 2010, se produjeron diferentes consultas no vinculantes ni oficiales sobre la independencia de Cataluña en más de 500 municipios. La primera y con más repercusión mediática fue la que tuvo lugar el 13 de septiembre de 2009 en 166 municipios. A pesar de que las cúpulas de Esquerra Republicana de Catalunya y de Convergència Democràtica de Catalunya habían hecho campaña y habían realizado un llamamiento masivo a las urnas, apoyándose en figuras reconocibles como fue el propio Pasqual Maragall —en una demostración de la enantiosemia socialista— o Joan Laporta —en ese momento presidente del FC Barcelona—, la consulta fue un fracaso. Evidentemente, no existía ninguna garantía democrática: los censos no eran estrictamente controlados, podían votar menores de edad, no existían mesas de votación con miembros independientes... Aun existiendo una gran facilidad para manipular, inflar o falsear los resultados, los propios organizadores ofrecieron la bajísima cifra de un 30 por ciento de participación. Lo que en palabras de algunos de los organizadores se podía considerar como un «fracaso».

			No obstante, para el consejero de Educación del Gobierno de Montilla y hermano del expresidente Pasqual Maragall, Ernest Maragall, fue un éxito. El entonces socialista Ernest —hoy en las filas de ERC—, calificaba aquella consulta como «magnífica» y como «fiesta del soberanismo».[12]

			La misma perspectiva temporal es la que no nos debe permitir pasar por alto una «anécdota» que tuvo lugar en aquellos años, en concreto en 2008, no en Cataluña sino en la facultad de Ciencias Políticas de la Universidad Complutense, donde el reciente excandidato del Partido Popular en Cataluña y exministro del Gobierno de Aznar, Josep Piqué, sufrió uno de los primeros escraches de la historia moderna de la política patria. Lo relevante no es el acoso en sí contra un exdirigente catalán del Partido Popular en un contexto de tensión política, lo destacable es que los autores materiales e intelectuales del mismo tenían nombres y apellidos: Pablo Iglesias, Íñigo Errejón y Rita Maestre, entre otros. Quizá, y sólo quizá, aquel odio radical, canalizado años más tarde de manera democrática, sirva para explicar la posición equidistante de la filial catalana de Podemos con el movimiento independentista.

			Lustro populista (2010-2015)

			El padre del populismo moderno, Ernesto Laclau —junto con sus predecesores filosóficos como Lacan, Saussure y Gramsci—, pone el acento en la necesidad de emplear un elemento vertebrador a través del cual articular toda una suerte de procesos hegemónicos en disputa en el discurso político. Ese elemento aglutinador por excelencia es el significante vacío. Unas superestructuras en las que convergen diferentes intereses, aparentemente inconexos, por medio de un lazo contingente en el discurso que les agrupa y otorga sentido.

			Trasladar esta concepción científica de la ciencia política a la esfera práctica de la contienda electoral es lo que hicieron los nacionalistas a partir de principios de la década con el término «derecho a decidir». Una idea que comienza a probarse en la manifestación que tuvo lugar en Barcelona contra la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatut y en favor de la cultura catalana, que congregó al Gobierno socialista de aquel momento (presidente Montilla incluido), a representantes políticos nacionalistas, a los principales sindicatos, a Òmnium Cultural y a varias decenas de asociaciones proindependencia. El lema: «Som una nació. Nosaltres decidim». Aquella convocatoria tuvo una gran repercusión por el elevado número de asistentes —la más multitudinaria desde 1977—, pero lo más relevante fue la demostración de la efectividad del significante vacío.

			Bajo el amparo de la idea del «derecho a decidir» se habían congregado aquellos que estaban en contra de la sentencia del Tribunal Constitucional, nacionalistas contrarios al Gobierno —el presidente Montilla tuvo que salir escoltado de la manifestación antes de tiempo por algunos intentos de agresión—, independentistas que portaban banderas esteladas y algún que otro antisistema con ganas de algarada callejera.

			Tras esto, llegaron las elecciones autonómicas y municipales de noviembre de 2010, en las que Convergència i Unió recuperó votos respecto a la anterior cita electoral y le arrebató el bastón de mando a los socialistas; Montilla pasó a la oposición y fue nombrado president Artur Mas. En el mismo debate de investidura, Mas reforzó el significante vacío que constituye la premisa del derecho a decidir encuadrándolo dentro de una etapa de «transición nacional».

			En este momento se produjo un acontecimiento clave que marcaría para siempre el viraje independentista de los tradicionales nacionalistas catalanes. En junio de 2011, y ante la difícil situación económica que vivía el país y las distintas administraciones públicas, el nuevo Gobierno de Artur Mas se disponía a celebrar la votación de los presupuestos autonómicos, que incluían duros recortes. Fuera del Parlament se congregaron varios centenares de violentos que increparon, coaccionaron, amenazaron y agredieron a diputados y periodistas. Tal fue el asedio que mientras algunos diputados entraban en el Parlament escondidos dentro de los furgones policiales, otros, como el propio presidente Mas, tuvieron que acceder al hemiciclo en helicóptero.

			Este hecho fue significativo porque sirvió de reflexión a Artur Mas acerca de la política que debía seguir si quería mantenerse en el poder. Consciente de que los recortes eran generalizados, entendió que podía jugar la carta de culpar de los males de Cataluña —los mismos que aquejaban a las demás comunidades autónomas— a una entidad superior, en este caso, el Gobierno central, es decir, España. Con un cambio de estrategia basado en el modelo populista, lograría un doble objetivo: por un lado, aglutinar a todos los descontentos en su empeño por la independencia, y segundo, esconder su fracaso e ineficaz gestión política de los asuntos clave —como la sanidad, la educación o las políticas sociales— bajo la alfombra del derecho a decidir.

			La constatación de esta realidad la tendríamos años después al comprobar que los mismos antisistema que en 2011 asediaban el Parlament desde fuera de la valla del hemiciclo, años más tarde —y escaño mediante—, primero mantuvieron a Mas en el poder y, después, cuando les dejó de ser útil, lo dejaron caer.

			Pero todo movimiento populista necesita un momento. En palabras de la filósofa y politóloga belga Chantal Mouffe, ese periodo temporal se denomina «momento populista» y se produce en el preciso instante en el que se pueden canalizar las inquietudes, demandas y frustraciones sociales a través de un discurso potente basado principalmente en las emociones y en las expectativas de futuro.

			En palabras de uno de los politólogos fundadores de Podemos, para la formación morada aquel momento populista fueron las elecciones europeas de 2014. Según su propia explicación, aquella contienda electoral era la primera desde el comienzo de la crisis en la que se podían establecer comparaciones altamente comprensibles. Su momento populista no debía ser al comienzo de la recesión, puesto que la inmensa mayoría de la gente lo estaba pasando mal, sino cuando amaina, de tal forma que se pueda establecer una comparación palmaria entre aquellas élites extractivas que comenzaban a generar beneficios millonarios y aquella clase media que continuaba sufriendo los estragos del peor periodo económico de los últimos tiempos.

			En Cataluña, el momento populista comenzó incluso antes. Mientras que en el terreno nacional el PSOE estaba deslegitimado socialmente por su gestión económica, el Partido Popular acababa de llegar al poder, por lo que en un claro escenario bipartidista no había un tercer actor de reconocido prestigio que zarandease el árbol populista. En Cataluña la situación era distinta. Allí sí existía un movimiento nacionalista de prestigio electoral que pudiese aprovechar el escenario de crisis económica, social e institucional en su propio beneficio. Y lo utilizaron impulsando un populismo etnitizador sobre la base de un sentimiento de pertenencia regionalista. Sin duda alguna, los movimientos populistas, bien sean de derechas o de izquierdas, utilizan la identidad como arma arrojadiza, así los populistas de derecha en Francia culpan a la globalización de haber traído una ingente e inasumible cantidad de inmigrantes, mientras que los populistas de izquierdas de Grecia, Italia o España cargan las tintas contra el proceso mundializador liberal que empobrece a los países periféricos.
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